LEGISLATURA DEL CONGRESO
DICTAMEN DE 

INICIATIVA PRESENTADA POR EL LIC. FLAVIO ROMERO DE VELASCO- GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO

CON FECHA: 

DECRETO: 9993

CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO

H. ASAMBLEA:

A la suscrita  Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, fue turnada iniciativa del C. Gobernador Constitucional del Estado, promoviendo la aprobación del Decreto que reforma los artículos 55 de la Constitución Política del Estado y 11 de la Ley Orgánica de Responsabilidades de Funcionarios Públicos, Iniciativa a que se refiere su oficio No. 840.
En el citado documento el Ejecutivo del Estado manifiesta que la Administración Pública, como conjunto de actividades planificadas por el Estado para la consecución de sus fines, requiere de la participación de funcionarios que reuniendo las cualidades de solvencia moral, capacidad, eficiencia y honorabilidad, dediquen sus esfuerzos para la obtención de los máximos resultados en beneficio de la  colectividad. Agrega que para garantizar a la ciudadanía la buena marcha de la Administración Pública, ha implementando el Estado procedimientos para determinar las responsabilidades en que pueden incurrir los mencionados funcionarios, así como las sanciones a que se hagan acreedores por la comisión de delitos y faltas oficiales, otorgando para ello la acción popular para su denuncia y efectos de la instauración del procedimiento de responsabilidad respectivo.

Se aduce también en la Iniciativa que el Artículo 55 de la Constitución Política del Estado y el Decreto 2181 del 29 de septiembre de 1922, que contiene la Ley Orgánica de Responsabilidades de Funcionarios Públicos, determinan que la responsabilidad de un funcionario podrá exigírsele durante el período que permanezca en funciones y durante el siguiente año cuando deje de prestar sus servicios al Estado,  término que se considera insuficiente para determinar las responsabilidades en que pudiera haberse incurrido. Que la complejidad de los nuevos sistemas administrativos y el crecimiento desmesurado de la Administración Pública, es  obstáculo para conocer con exactitud dentro el año posterior que la Ley otorga para la investigación de las responsabilidades oficiales, la comisión de delitos y faltas, lo que propicia que la mayoría de las veces queden impunes por no contarse con el término adecuado para las investigaciones internas o para la recepción fundada de las denuncias.

Concluye el Ejecutivo manifestando que ante esa situación y siendo indiscutible que la Administración Pública descansa en la capacidad y solvencia moral de sus funcionarios y exigirles responsabilidades es garantía del  compromiso del Estado con sus habitantes, es la razón por la que considera que para otorgar mayor aplicabilidad a la Ley de referencia, debe reformarse el Articulo 11 ampliando el término para exigir responsabilidades oficiales a cuatro años posteriores a la fecha en que concluyen las funciones públicas, fundando su Iniciativa en la Fracción II del Artículo 16 de la Constitución Política del Estado.

La Comisión de Estudio estima plausibles y fundadas las razones en que se apoya el Ejecutivo y expresa su parecer favorable a su Iniciativa considerando:

La experiencia ha demostrado que el término de un año fijado por el Artículo 55 de la Constitución Política del Estado y por el Artículo 11 de la Ley Orgánica de Responsabilidades de Funcionarios Públicos, ha resultado insuficiente para que se proceda al cumplimiento del mandato que en tales dispositivos se contiene; bien porque los cambios de  las personas en la atención de las funciones públicas conllevan el aquilatamiento de circunstancias que requieren indiscutiblemente un tiempo superior a ese año; bien por consideraciones de diversa índole, que es necesario  tener en cuenta.
Indiscutiblemente la ciudadanía debe tener garantía contra la posible corrupción de las funciones. La ampliación del término para su puesta en conocimiento será un  freno más para que el funcionario  cuide con escrúpulo el cumplimiento de sus deberes. Los imponderables  para cubrir el requisito de las denuncias se vencen también en función del mayor tiempo de que se dispone para presentarlos.
Por otra parte también, el término que se propone es garantía de un mejor y concienzudo examen de los  antecedentes que funden denuncias y procedimientos, y esto aún en beneficio de los indiciados, venciendo la posibilidad de festinados y arbitrarios criterios y hasta de represalias políticas. 

Para quienes actúen, dentro de la vida pública, con la responsabilidad y la honestidad que se requiere para servir el bien público puesto a su cuidado, cualquier plazo;  por extenso  que se suponga, no implica riesgo alguno; poco importa un año, cuatro o más, para quien ajusta su conducta a sus deberes y quien pondera y ejecuta con el ejercicio de sus facultades la propia responsabilidad  con que responda a la confianza de la ciudadanía, bien sea esta directa, como en el caso de un puesto de  elección popular, o indirecta en los demás de su designación para llevar a cabo las funciones públicas de su encargo. En todos los casos, la realidad impera, con sus cualidades y defectos, para su debido justiprecio.

La colectividad espera una respuesta, de quienes queremos cuidarla. Ahora tal respuesta es la que se le pueda dar a sus fundadas quejas, en la oportunidad de un largo plazo de cuatro años que se brinda con la reforma propuesta, que a todas luces debemos aceptar.

La Ley Orgánica de Responsabilidades, con su fundamento Constitucional es de una bondadosa y justa esencia, pero la posibilidad de su práctica y dúctil aplicación, ha sido limitada en sus alcances; por ello, es imperativa la ampliación del término que determina el cambio de las normas contenidas en los artículos 55 de la Constitución Política del Estado y 11 de la Ley Orgánica de Responsabilidades de Funcionarios Públicos a que se refiere la Iniciativa del Ejecutivo, con lo que se marcará en Jalisco la limpieza de una administración pública que cuida a sus representados.

Cuatro años, alejará toda posibilidad de influencia, disimulo o complacencia, dificultad de análisis internos o cualquiera otra circunstancia, que pudiera absorber el corto tiempo que contemplan las normas actuales, para colocarnos en la efectividad de la acción para  exigir cuentas a la conducta perjudicial, que por la denuncia al alcance de todos, ha de beneficiar la buena marcha de la administración por la correspondiente y adecuada función.

Los argumentos de la Iniciativa y los que en su apoyo se han puesto de manifiesto, son suficientes para demostrar la necesidad de las reformas propuestas por el Ejecutivo y respecto de la Reforma del Artículo 55 de la Constitución Política del Estado podrán ser también bastantes para llevar al convencimiento de los 124 Ayuntamientos de la entidad la procedencia de su aprobación, que debe recabarse de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 66 de la propia Constitución, a efecto de  que, en su oportunidad se haga la Declaratoria correspondiente,. Para ello, una vez aprobado el presente dictamen, deberán enviarse las comunicaciones que contengan las reformas, para que se verifique el cómputo que dará lugar, de acuerdo con la disposición invocada, a su  publicación junto con el Decreto, a fin de que entren en vigor.

Por todo lo expuesto y con fundamento además en los Artículos 93, 94 y demás relativos de la Ley Reglamentaria del Poder Legislativo, la Comisión que suscribe somete a la elevada consideración de ustedes, ciudadanos Diputados, el siguiente proyecto de 

D E C R E T O :
QUE REFORMA LOS ARTICULOS 55 DE LA CONSTITUCIÓN POLITICA DEL ESTADO Y 11 DE LA LEY ORGANICA DE RESPONSABILIDADES DE FUNCIONARIOS PUBLICOS.
